
El Consejero de Derechos Sociales del Gobierno de Navarra, en relación con la pregunta formulada por el parlamentario don Maiorga Ramírez Erro, adscrito al Grupo Parlamentario EH Bildu Nafarroa, sobre la documentación económica exigida en los convenios suscritos por el Departamento de Derechos Sociales o empresas públicas dependientes del mismo (9-18/PES-00183), tiene el honor de informarle lo siguiente:
De conformidad con lo establecido en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, los convenios deben especificar las obligaciones y compromisos económicos que conllevan (artículo 49.d) y en tales casos se exige para su aprobación un informe de impacto económico (artículo 50.1). Además, el artículo 26.2 del Decreto Foral 31/2010, de 17 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento de Control Interno, establece que los convenios con contenido económico deben ser intervenidos previamente. 
En el caso de convenios de colaboración, se ajustan a lo previsto por el artículo 11.4.i) de la Ley Foral 11/2005, de 9 de noviembre, de Subvenciones, que exige que estos convenios contengan el plazo y la forma de la presentación de la justificación de las subvenciones aportada por los beneficiarios.
En definitiva, por la normativa aplicable, todos los convenios de contenido económico tienen documentación acreditativa del gasto.
Es cuanto tengo el honor de informar en cumplimiento del artículo 194 del Reglamento del Parlamento de Navarra.
Pamplona, 3 de octubre de 2018.
El Consejero de Derechos Sociales: Miguel Laparra Navarro
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